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I. RELACIÓN DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LAS 

PARTES INTERVINIENTES EN EL PROCESO O PROCEDIMIENTO 

 

ACCION DE NULIDAD 

 

Rodolfo Auccatinco Quispe, Filiberto Francisco Ponce Arce, Aguilar Mamani Alfredo, 

Ccaso Mamani Yhony Gabriel y Núñez Ccala David (en adelante, los “accionantes”), 

interpusieron la acción de nulidad contra la  Marca Colectiva de Servicio LAIREPMI 

TAXI IMPERIAL TOURS 273434 y Logotipo, que distingue la clase 39 de la 

Nomenclatura Oficial, otorgado mediante certificado C00000155 (en adelante, la “marca 

objeto de nulidad”), inscrita a favor de la Asociación Imperial Tours (en adelante, el 

“emplazado”), a fin de que el INDECOPI declare su nulidad registral. 

 

Fundamentos de Hecho y de Derecho: 

 

• Que, los accionantes son miembros de la Sociedad Imperial Tours S.R.L. (en 

adelante, la “Sociedad”), la misma que ha sido constituida desde el año 2001, 

teniendo como gerente a Valentín Ccanchi Gonzales, y como socios a los señores 

Toribio Peralta Ticona y Eusebio Macedo Saraya, los mismos que conformaron 

ilícitamente, en enero de 2007, la Asociación Imperial Tours (en adelante, la 

“asociación”). 

 

• Que, la Sociedad solicitó la inscripción de la marca objeto de nulidad el 29 de 

diciembre de 2006; sin embargo, el señor Valentín Ccanchi Gonzales, gerente de 

la Sociedad, suscribe un contrato de cesión de derechos, en representación de la 

Sociedad, para transferir los derechos relativos a la marca objeto de nulidad a favor 

de la Asociación en la cual era presidente, mediante el número de expediente 

301591-2006. Razón por la cual el gerente y los otros miembros fueron retirados 

de la Sociedad. 

 

• Que, el contrato de cesión de derechos de la marca es nulo de pleno derecho, toda 

vez que el gerente de la Sociedad realizo la transferencia del bien en exceso de las 



facultades que gozaba; además, que causaban perjuicio a la Sociedad ya que es su 

imagen de trabajo. 

 

• Que, la solicitud de inscripción de la marca objeto de nulidad no cumplía con el 

numeral “c” del artículo 182° de la Decisión N° 486, es decir, no indicaba las 

condiciones ni la forma como la marca colectiva debe utilizarse en los productos o 

servicios. Por tanto, debe declararse improcedente la inscripción de la Marca. 

 

• Que, la marca objeto de nulidad tiene el número telefónico 273434, número que los 

usuarios utilizan para comunicarse con la Sociedad y así poder beneficiarse de los 

servicios que brinda la misma, es decir, no se logran comunicar con la Asociación 

sino con la Sociedad, quien debe ser la verdad beneficiada con la Marca. Razón por 

la cual el número telefónico no puede ser materia de inscripción toda vez que el 

referido número tiene como titular al señor Filiberto Francisco Ponce Arce, quien 

es miembro de la Sociedad mas no de la Asociación. 

 

• Que, la marca objeto de nulidad pertenece y es usada por la Sociedad en sus 

unidades vehiculares, de igual manera su uso como nombre comercial, de modo que 

al otorgarse la marca a la Asociación se generaría un riesgo de confusión entre los 

usuarios ya que estos no diferenciarían si la marca corresponde a la Sociedad o a la 

Asociación, ya que esta última también pretende prestar el servicio de taxi. Por 

tanto, se vulnera el artículo 136° de la Decisión N° 486. 

 

• Que, la cesión de derechos respecto de la marca objeto de nulidad que realizó el en 

ese entonces gerente de la Sociedad a favor de la Asociación es ilícito y se evidencia 

la mala fe, toda vez que el mismo gerente de la Sociedad es presidente de la 

Asociación. 

 

• Que, la marca objeto de nulidad no viene siendo utilizada por la Asociación en la 

forma en la que fue registrada, sino más bien son los socios de la Sociedad quienes 

utilizan la referida marca. 

 

 



Medios probatorios: 

 

• Copia del recibo de pago del teléfono y copia del recibo telefónico 273434 a nombre 

de Francisco Ponce Arce. 

• Copia de la consulta de RUC de la Asociación. 

• Copia de la consulta de RUC de la Sociedad. 

• Copia del expediente que presentó la Asociación a la Municipalidad Provincial de 

Arequipa donde verifica que la Asociación tiene una marca diferente a la que es 

materia de inscripción. 

• Copia de Boletas y Facturas de la Sociedad por el cual se acredita que utilizan la 

marca desde el año 2001. 

• Copia del expediente N° 301591-2006, por el cual se otorgó la marca objeto de 

nulidad a la Asociación. 

 

DESCARGOS 

 

Mediante escrito del 22 de octubre de 2015, la Asociación se apersonó al procedimiento 

y contesto la acción de nulidad, negándola y contradiciéndola, asimismo solicitó a la 

Comisión que la acción sea declarada infundada. Ello en base a lo siguiente: 

 

Fundamentos de Hecho y de Derecho 

 

• Que, el emplazado realizó el procedimiento administrativo correspondiente para 

inscribir la marca objeto de nulidad al Registro de Marcas, conforme lo prescribe 

el Indecopi. Sin embargo, los accionantes, a pesar de haber perdido el proceso 

judicial ante la Sala Superior Civil de la Corte Superior de Justicia de Arequipa, 

continúan perturbando los derechos que corresponde al emplazado. 

 

• Que, el emplazado obtuvo la inscripción de la marca, a través del Certificado N° 

155, el 25 de marzo de 2014 hasta el 25 de marzo de 2024, para distinguir el servicio 

de taxi de la clase 39 de la Clasificación Internacional. 

 



• Que, el emplazado formuló denuncia contra la Sociedad por infracción al derecho 

de propiedad industrial en materia de signos distintivos amparándose en el artículo 

155° de la Decisión N° 486 de la Comisión de la Comunidad Andina. 

 

• Que, al haber intervención del órgano jurisdiccional, el hecho de continuar con 

perturbar el derecho constituido a su favor, resultaría un grave atentado al principio 

de Seguridad Juridica. 

 

Medios probatorios que se acompañan: 

• Copia literal de la partida registral de la personería jurídica de la Asociación 

• Copia legalizada del acta de elección de la actual junta directiva. 

• Copia del formulario de trámite de inscripción en SUNARP. 

 

RESOLUCIÓN EMITIDA POR LA COMISIÓN DE SIGNOS DISTINTIVOS 

 

Mediante Resolución N° 3527-2015/CSD-INDECOPI de fecha 04 de diciembre de 2015, 

la Comisión de Signos Distintivos, resolvió: 

• Declarar infundada la acción de nulidad interpuesta contra el registro de la marca 

colectiva en referencia, por logotipo conformado por un letrero, sin reivindicar la 

forma bidimensional, en cuyo lado anterior se aprecia la denominación LAIREPMI 

TAXI IMPERIAL TOURS escrita en letras características, hacia la izquierda se 

aprecia la figura irregular de una espada con tres estrellas, en el lado posterior se 

aprecia la denominación LAIREPMI 273434 IMPERIAL TOURS escrita en letras 

características, hacia la izquierda se aprecia una figura irregular con una espada con 

tres estrellas, ambos lados dentro de dos figuras rectangulares irregulares, en 

colores rojo, blanco, amarillo y negro, que distingue el servicio de taxi de la clase 

39 de la Clasificación Internacional, inscrita con Certificado N° 155, vigente hasta 

el 25 de marzo de 2024 a favor de la Asociación Imperial Tours. 

Los fundamentos que motivaron la Resolución de la Comisión fueron los siguientes: 

• Que, mediante la Resolución N° 0775-2014/CSD-INDECOPI de fecha 25 de marzo 

de 2014, se otorgó el Registro de la Marca objeto de nulidad a favor de la 



Asociación, dejándose constancia que se evaluó el Reglamento de la Asociación de 

Taxi Imperial Tours. 

 

• Que, si bien el nombre comercial, se encuentra tutelada en razón de únicamente su 

uso, sin ser necesario el registro para hacer valer el derecho sobre el mismo, resulta 

necesario acreditar su uso o que en el Perú sea conocido por el público usuario o 

consumidor, para así identificar las actividades que resulten iguales o similares a 

aquellas que se distinguen con otros signos, tal cual prescribe el artículo 86° del 

Decreto Legislativo N° 1075. Sin embargo, en el presente caso los accionantes no 

han podido confirmar el uso continuo y efectivo del nombre comercial IMPERIAL 

TOURS con anterioridad a la fecha de la solicitud de registro de la marca que se 

pretende anular ( 29 de diciembre 2006), hasta la fecha de la interposición de la 

acción de nulidad ( 17 de marzo 2015), sino únicamente en el periodo comprendido 

entre el 13 de octubre 2001 y 10 de enero 2002 ,esto es con anterioridad a la fecha 

de solicitud de la marca objeto de nulidad, sin embargo no se ha acreditado su uso 

continuo y efectivo de dicho nombre comercial o su uso hacia la época que se 

interpuso la presente acción, razón por la cual corresponde declarar improcedente 

la acción de nulidad en este extremo.  

 

• Que, no basta con que dos signos sean idénticos o confundibles para que con ese 

sólo hecho se pueda inferir que el titular ha obtenido el registro con mala fe, sino 

que hace falta además acreditar la ocurrencia de los actos u omisiones por parte del 

titular registral que constituya una transgresión al deber de actuación de buena fe. 

Razón por la cual se debe verificar la cesión de derechos realizada por la Sociedad 

a favor de la Asociación. 

 

• Que, el contrato de cesión de derechos respecto de la marca objeto de nulidad ha 

sido tratado en un proceso judicial, habiéndose declarado nulo todo lo actuado 

respecto de ese proceso. Cabe resaltar que en el referido proceso se solicitó la 

nulidad del contrato de cesión de derechos; sin embargo, el petitorio ha sido 

desestimado, lo cual no vislumbra un acto de mala fe en el referido contrato. Por 

tanto, corresponde desestimar en este extremo la acción de nulidad. 

 



• Que, los medios probatorios respecto al titular del número telefónico, no permiten 

determinar que dicha persona no pertenezca o este asociada a tal organización. 

 

Posteriormente, los accionantes, al no encontrarse de acuerdo con lo resuelto por la 

Comisión presentaron un recurso de apelación. Estando a ello, la Comisión se dispuso 

conceder el recurso de apelación interpuesto, elevándose los actuados a la Sala 

Especializada en Propiedad Intelectual de Indecopi. 

 

 

SÍNTESIS DEL RECURSO DE APELACIÓN DE LOS ACCIONANTES 

 

Mediante escrito del 12 de junio de 2016, los accionantes, al no encontrarse conforme 

con lo resuelto en la Resolución de la Comisión N° 3527-2015/CSD-INDECOPI, de fecha 

04 de diciembre de 2015, señaló lo siguiente: 

Fundamentos de hecho y derecho 

• Que, los accionantes, al solicitar la nulidad de la inscripción de la marca objeto de 

nulidad, señalaron que la referida marca incumplía con el numeral “c” del artículo 

182° de la Decisión N° 486; sin embargo, la Comisión no se habría pronunciado al 

respecto. 

 

• Que, los accionantes señalaron que el número 273434 que contiene la marca inscrita 

a favor de la Asociación emplazada es el número telefónico de uno de los 

accionantes, siendo que el número no comunica a los usuarios con la Asociación, 

sino con la Sociedad de la cual forman parte los accionantes; sin embargo, la 

Comisión sostiene que de los medios probatorios no se verifica que el número 

telefónico no se encuentre inscrito a favor de la Asociación ni mucho menos se 

puede determinar que la persona titular del número telefónico no pertenezca a la 

Asociación. La afirmación de la Comisión es incongruente toda vez que el número 

en referencia pertenece a uno de los accionantes, en consecuencia, se entiende que 

el accionante no se encuentra a favor de la inscripción del referido número ya que 

no le genera beneficio, sino perjuicio. 

 



• Que, los accionantes, al solicitar la nulidad de la inscripción de la marca objeto de 

nulidad, señalaron que la referida marca vulneraba el artículo 136°,137° de la 

Decisión N° 486 y los artículos 6°, 7°, 8° y 9° del Decreto Legislativo N° 1044; sin 

embargo, la Comisión no se habría pronunciado al respecto. 

 

• Que, los accionantes interponen el presente recurso en atención a las facultades que 

les otorgan el artículo 206° y el artículo 208° de la Ley N° 27444. 

 

RESOLUCIÓN EMITIDA POR EL TRIBUNAL DE DEFENSA DE LA 

COMPETENCIA Y DE LA PROTECCIÓN DE LA PROPIEDAD INTELECTUAL 

 

Mediante Resolución N° 0701-2017/TPI-INDECOPI, de fecha 06 de marzo de 2017, la 

Sala especializada en Propiedad Intelectual resolvió: 

• Revocar la resolución N° 3527-2015/CSD-INDECOPI y declarar fundada la acción 

de nulidad del registro de la marca colectiva de servicio conformada por la 

denominación LAIREPMI TAXI IMPERIAL TOURS 273434 y Logotipo, 

conforme al modelo, inscrito bajo Certificado N° 155, a favor de la Asociación. 

 

Los fundamentos que motivaron la Resolución de la Sala fueron las siguientes: 

 

• Que, la Sociedad Imperial Tours S.R.L. es una empresa debidamente inscrita ante 

la SUNAT y que utilizó durante los años 2001 y 2002 la denominación IMPERIAL 

TOURS a título de nombre comercial. 

 

• Que, el número telefónico 273434 es de uno de los accionantes, de modo que figura 

el nombre del referido accionante en la solicitud inscripción presentada por la 

Sociedad. 

 

• Que, en virtud del Principio de Veracidad y conforme a lo resuelto en el proceso 

civil sobre la validez del contrato de cesión de derechos, no se determina con 

precisión que el acto jurídico sea nulo. Sin embargo, sí se verifica que el contrato 

de cesión corresponde a un acto de mala fe toda vez que Valentin Raúl Ccanchi 

Gonzales, siendo gerente de la Sociedad, transfirió los referidos derechos a favor 



de la Asociación, de la cual también era presidente, es decir, actuó en beneficio 

propio y en perjuicio de los socios-accionantes de la Sociedad. 

 

II. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS 

JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE. 

 

• CUESTIONES MATERIALES: 

 

1. Determinar si el contrato de cesión de derechos es nulo o ineficaz. 

 

Identificación: 

 

Conforme se advierte de la accion sobre nulidad de registro de marca, los accionantes 

señalan que el contrato de cesión de derechos expectaticios celebrado a favor de 

Asociación Imperial Tours es nulo, dado que, el gerente de Imperial Tours.SRL no se 

encontraba facultado para celebrar dicho acto jurídico (exceso de representación). Al 

respecto, debemos tener en cuenta que el artículo 161 del Código Civil señala que el 

acto jurídico celebrado por un representante excediendo las facultades de 

representación otorgadas, es ineficaz. En consecuencia, corresponderá determinar si 

el acto jurídico celebrado es nulo o ineficaz.   

 

Análisis:  

 

El acto jurídico es hecho jurídico licito, cuyo fin inmediato es la producción de efectos 

jurídicos queridos por las partes. Nuestro Código Civil en el artículo 140°, lo define 

como aquella manifestación de voluntad destinada a crear, regular, modificar o 

extinguir relaciones jurídicas. Su estructura, conforme a la teoría moderna de acto 

jurídico, se encuentra conformada por elementos, presupuesto y requisitos.  

 

Según Lizardo Taboada (2013) los elementos son componentes del acto jurídico, los 

cuales comprende la declaración o manifestación de voluntad y la causa, respecto a la 

formalidad, no es un elemento común en la estructura de todo acto jurídico, solo de 

aquellos en los que la ley prescribe una forma solemne. Los presupuestos, es todo 



aquello necesario que debe preexistir para la formación del acto jurídico, estando 

compuesto por el objeto y sujeto, por último, se encuentran los requisitos, los cuales 

son condiciones que deben cumplir los elementos y presupuesto para dotar de validez 

al acto jurídico y pueda producir efectos jurídicos, en ese sentido, los requisitos del 

acto jurídico son: capacidad legal de ejercicio, capacidad natural, licitud del fin, 

posibilidad física y jurídica del objeto, determinabilidad del objeto y voluntad 

sometida a proceso de formación.  

 

En ese sentido, para que un acto jurídico sea válido y produzca efectos jurídicos tiene 

que estar correctamente estructurado, sin embargo, se puede presentar vicios al 

momento de celebración o sobrevinientes, implicando que el acto jurídico no llegue 

a surtir efectos jurídicos o estos cesen, por consiguientes, estaríamos frente a supuesto 

de ineficacia. 

 

Al respecto, Taboada (2013) considera que la ineficacia es todo supuesto en el cual el 

acto jurídico celebrado no llega a producir efectos jurídicos queridos por las partes o 

habiendo sido producidos estos desaparecen por un evento posterior a su celebración.  

 

Por su parte, Torres (1998) señala que “un acto es ineficaz tanto en cuando no se dan 

los efectos […] perseguidos como cuando se hacen cesar, o los efectos no pueden 

hacerse valer frente a ciertas personas (Pág. 572). 

 

La ineficacia se clasifica en extrínseca e intrínseca. En el supuesto de ineficacia 

extrínseca, el acto jurídico se encuentra estructurado adecuadamente, por lo tanto, se 

trata de un acto jurídico válido, sin embargo, por un defecto sobreviniente a su 

formación deja de surtir efectos legales.  

 

La ineficacia intrínseca se presenta cuando el acto jurídico tiene una defecto o vicio 

en su estructura, ocurrida al momento de su celebración o formación, ello implica la 

falta de alguno de los elementos, presupuesto o requisitos. El defecto estructural 

presentado tendrá como consecuencia que: (i) el acto sea nulo, por lo tanto, no 

produzca efectos; o (ii) sea un acto anulable, ello implica que, los efectos no se 

“produce[n] con la estabilidad prometida”. (Torres 1998, Pág. 572), en ese sentido, la 

nulidad y anulabilidad son categorías de la ineficacia intrínseca.    



 

La nulidad de un acto jurídico ocurre ante ausencia de alguno de los componentes de 

los elementos, presupuestos o requisitos, así como, ante supuesto de simulación 

absoluta o cuando atente contra normas imperativas, el orden público y buenas 

costumbres; además, debemos tener en cuenta que los actos nulos son insubsanables, 

en consecuencia, el acto no produce efectos jurídicos ni vincula a las partes, además, 

no es necesario que la nulidad sea declarada judicialmente. 

 

Por su parte, los actos anulables, son actos validos que producen efectos jurídicos, 

pero contiene un vicio en su estructura, el cual es subsanable, además, a pedido de las 

partes intervinientes en el acto puede devenir en nulo, siendo necesaria una 

declaración judicial.  

 

Ahora bien, los accionantes refieren que el contrato de cesión de derechos es nulo por 

haber sido celebrado por el representante de Imperial Tours S.R.L excediendo sus 

facultades, al respecto se debe tener en cuenta que la representación es aquella 

institución jurídica por la cual un representante actúa en nombre y en interés de 

representado, debiendo actuar dentro de las facultades que le fueron otorgadas.  

 

El artículo 161 del Código Civil, regula el supuesto de acto jurídico celebrado por un 

representante excediendo sus facultades de representación, estableciendo que dicho 

acto jurídico será ineficaz en relación al representado. Vidal (2007) señala que la 

ineficacia, mencionada en el artículo mencionado, “no significa que el acto sea nulo 

o anulable, sino simplemente, que no despliega sus efectos hacia la esfera jurídica de 

quien ha sido indebidamente representado.” (Pág. 226) 

 

• CUESTIONES PROCEDIMENTALES: 

 

1. Determinar si la resolución emitida por Comisión de Signos Distintivos afecto el 

derecho de debida motivación de resoluciones administrativas (motivación 

incongruente). 

 

 

 



  

IDENTIFICACIÓN: 

Los accionantes en el recurso de reconsideración, señalaron que, la Comisión de 

Signos Distintivos en la Resolución N° 3527-2015/CSD-INDECOPI no se pronunció 

respecto: a la ausencia de un requisito en la solicitud de registro de marca colectiva, 

riesgo de confusión y competencia desleal. Por lo tanto, corresponde determinar si la 

comisión afectó el derecho de motivaciones de resoluciones administrativas al 

presuntamente haber omitido pronunciarse sobre los puntos antes mencionados.  

 

ANÁLISIS:   

En el Texto Único Ordenado de la Ley del Procedimiento Administrativo General – 

Ley N° 27444 (en adelante LPAG) en el numeral 1.2 del artículo IV del Título 

Preliminar regula el principio del debido procedimiento, señalando que:  

 

Los administrados gozan de los derechos y garantías implícitos al debido 

procedimiento administrativo. Tales derechos y garantías comprenden, de modo 

enunciativo mas no limitativo, los derechos a ser notificados; a acceder al 

expediente; a refutar los cargos imputados; a exponer argumentos y a presentar 

alegatos complementarios; a ofrecer y a producir pruebas; a solicitar el uso de 

la palabra, cuando corresponda; a obtener una decisión motivada, fundada en 

derecho, emitida por autoridad competente, y en un plazo razonable; y, a 

impugnar las decisiones que los afecten. 

La institución del debido procedimiento administrativo se rige por los principios 

del Derecho Administrativo. La regulación propia del Derecho Procesal es 

aplicable solo en cuanto sea compatible con el régimen administrativo.” 

(subrayado y sombreado propio)  

 

En ese sentido, la debida motivación en sede administrativa es parte integrante del 

principio-derecho del debido procedimiento administrativo, mediante el cual la 

Administración Pública se encuentra obligada a exponer de formas clara y precisa las 

razones jurídicas que justifiquen la decisión adoptada, con la finalidad “de eliminar 

[…] cualquier rezago de arbitrariedad o de injusticia.” (Huapaya 2015, Pág. 156), de 

esta forma, los administrados tendrán pleno conocimiento de la misma, en 



consecuencia, podrían impugnar. Al respecto, León (2015) tiene un planteamiento 

semejante al expuesto, al considerar que: 

  

[El] Principio de Debida Motivación se encuentra subsumido dentro del Principio 

del Debido Procedimiento, consistiendo en un mandato imperativo a todas las 

entidades sin excepción alguna para que fundamenten sus actos administrativos 

de manera clara y coherente, en cualquier etapa del procedimiento, mediante una 

relación clara, concreta y directa de los hechos y las razones legales que justifican 

la adopción de dichos actos, considerándose ilegal cualquier motivación aparente 

que adolezca de oscuridad, ambigüedad, vaguedad, contradicción o insuficiencia, 

pues la debida motivación permite al administrado conocer de manera cabal y 

transparente los hechos analizados y el análisis lógico y jurídico efectuado al 

momento de emitir un acto administrativo. (Pág. 319) 

 

Por otro lado, Gordillo (2017) señala que la motivación en sede administrativa debe 

contener argumentación de las circunstancias de hecho y derecho para justificar la 

legitimidad y oportunidad de la decisión adoptada, considerándola como un elemento 

mínimo a exigirse de una conducta racional de un Estado de Derecho. En el mismo 

orden de ideas, Rocha (2016) considera que la motivación de los actos administrativos, 

no solo busca justificar la decisión adoptada, “sino que constituye un elemento esencial 

para hacer posible el control judicial sobre los actos administrativos, de tal modo que 

ellos podrían llegar a anularse si carecieran de motivación o ésta fuera insuficiente. 

(Pág. 32). 

 

Ahora bien, el Tribunal Constitucional sobre la motivación en sede administrativa 

refiere que:  

 

Debe otorgar seguridad jurídica al administrado y permitir al revisor apreciar la 

certeza jurídica de la autoridad que decide el procedimiento; para ello no se debe 

utilizar las citas legales abiertas, que sólo hacen referencia a normas en conjunto 

como reglamentos o leyes, pero sin concretar qué disposición ampara la 

argumentación o análisis de la autoridad […]. (STC N.º 090-2004-AA/TC. 

Fundamento 31).  

 



Asimismo, el Tribunal Constitucional ha establecido que un acto administrativo se 

considerará debidamente motivado si cumple con “incorpora en los considerandos de 

la resolución, de modo escueto o extenso, sus propias razones; o si acepta integra y 

exclusivamente lo establecido en los dictámenes o informes previos emitidos 

(supuesto de motivación por remisión).” (Minjus 2013, Pág. 21). De igual forma, 

debemos tener en cuenta que la motivación no solo debe justificar plenamente la 

decisión adoptada, esta también, debe ser congruente respecto a las pretensiones 

propuestas en el procedimiento administrativo.  

 

Al respecto, se debe considerar que la debida motivación es un requisito de validez del 

acto administrativo conforme lo establece el artículo 3° de la LPAG, por lo tanto, su 

ausencia derivaría en la nulidad del mismo, sin embargo, el artículo 14° del mismo 

cuerpo normativo, regula los supuestos de conservación de acto, siendo uno de ellos 

el acto administrativo cuyo contenido sea impreciso o incongruente.  

 

Respecto a la motivación incongruente, el Tribunal Constitucional ha establecido que 

se está frente a ese supuesto cuando se presenten “desviaciones que supongan 

modificación o alteración del debate procesal (incongruencia activa) […] o –[con] el 

desvío de la decisión del marco del debate judicial generando indefensión [...] 

(incongruencia omisiva). (STC N° 1774-2005-PA/TC. Fundamento. 11).   

 

Asimismo, se habrá vulnerado el principio de congruencia, cuando no exista identidad 

jurídica entre las pretensiones y/o alegaciones del procedimiento administrativo, sin 

embargo, debemos tener en cuenta que este principio puede flexibilizarse en sede 

administrativa.  

 

Por su parte, Aragoneses (citado en División de Estudios Jurídicos de Gaceta Jurídica, 

2014) señala que “la incongruencia se produce cuando el principio de atendibilidad de 

lo pedido se infringe en una forma cuantitativa, concediendo más de lo pedido […], 

menos de lo admitido […] o cosa distinta de lo controvertido”, por consiguiente, la 

incongruencia se manifiesta mediante pronunciamientos infra petita, extra petita y 

ultra petita.  

 



(i) Pronunciamiento infra petita, se presenta cuando la Administración Pública no 

cumple con resolver las pretensiones y/o alegación propuesta por el 

administrado, de esta forma se configura una omisión. 

 

(ii) Pronunciamiento extra petita, estamos frente a este supuesto cuando la 

Administración Pública resuelve pretensión y/o alegación no propuestas o 

formuladas por el administrado. 

 

(iii) Pronunciamiento ultra petita, se configura cuando la Administración Pública 

concede más de lo peticionado por el administrado, cuantitativamente 

hablando. 

 

Teniendo en consideración lo desarrollado, se concluye, que los accionantes en su 

recurso de reconsideración señalan que se cometió un vicio de incongruencia infra 

petita, al existir una omisión en el pronunciamiento sobre aspecto alegado en el 

procedimiento.  

 

En el supuesto que efectivamente la comisión haya emitido un pronunciamiento 

incongruente, este no es causal de nulidad del acto administrativo, dado que el artículo 

14 de la LPAG establece que el acto cuyo contenido sea impreciso o incongruente, si 

bien adolece de un vicio este no es trascendente, por lo tanto, corresponde conservar 

el acto procediéndose a su enmienda por la autoridad administrativa emisora. 

2. Determinar si los accionantes incurrieron en un error en la calificación del 

recurso administrativo presentado.  

 

IDENTIFICACIÓN: 

 

De la revisión del expediente se advierte que los accionantes presentaron un recurso 

de reconsideración al no encontrarse de acuerdo con los resuelto por la Comisión de 

Signos Distintivos, sin embargo, mediante la providencia de fecha 04 de febrero de 

2016 la Secretaría Técnica de la Comisión calificó el recurso administrativo como 

apelación, en ese sentido, corresponde determinar si los demandantes de forma 

errónea calificaron el recurso impugnatorio.  

 



     ANÁLISIS:  

 

Los recursos administrativos son definidos por Morón (2017) como “la manifestación 

de voluntad unilateral y recepticia del administrado, por la cual dentro de un 

procedimiento iniciado contesta una decisión de la Administración Pública que le 

causa agravio exigiéndoles revisar tal pronunciamiento, a fin de alcanzar su 

revocación o modificatoria.” (Pág. 196 -197).    

 

Por su parte, Dromi (citado en Tirado, 2010) considera que los recursos 

administrativos son un “remedio administrativo específico, por el que se atacan 

solamente actos administrativos y se defienden derechos subjetivos o intereses 

legítimos […] [su] importancia […] radica en que éste promueve el control de la 

legalidad […] de un acto administrativo, a fin de que se revoque o modifique, con la 

finalidad de restablecer el derecho subjetivo o interés legítimo lesionado por dicho 

acto. (Pág. 217) 

 

En ese sentido, se puede definir a los recursos administrativos como aquel acto del 

administrado dirigido a la Administración Pública, a fin de que revoque o modifique 

un acto administrativo que considera lesiona sus derechos. 

 

La Ley del Procedimiento Administrativo General – Ley N° 27444 ha establecido 

como recursos administrativos a la reconsideración y apelación, también cabe la 

posibilidad de interponer el recurso administrativo de revisión cuando sea establecido 

expresamente por ley o decreto legislativo. En el presente trabajo se desarrollará los 

alcances del recurso de reconsideración y apelación.  

 

El recurso de reconsideración se interpone ante el mismo órgano que dictó el acto 

administrativo recurrido, con la finalidad que vuelva a evaluar el caso teniendo en 

consideración la nueva prueba en la que se sustenta el recurso, ello permitirá a la 

Administración Pública rectificar o variar su pronunciamiento si hubiere incurrido en 

algún error, asimismo, la nueva prueba debe justificar “la revisión del análisis ya 

efectuado acerca de algunos de los puntos materia de controversias”. (Morón 2017, 

Pág. 209). En caso el órgano que emitió el acto constituye única instancia, no se 

requiere prueba.  



 

En relación al fundamento de este recurso, debemos tener en consideración lo 

expuesto por Morón (2017), quien considera que este radica en permitir que la 

autoridad administrativa que emitió el acto recurrido revise el caso y pueda enmendar 

sus equivocaciones de criterio o análisis, ello permitirá celeridad en la emisión del 

nuevo pronunciamiento, además, de evitar el control del superior jerárquico. Por otro 

lado, debemos tener en cuenta que la interposición de este recurso es optativo, la 

Administración Pública no puede exigir que previamente se haya interpuesto para 

admitir a trámite un recurso de apelación 

 

Ahora bien, conforme señala la LPAG el recurso de apelación se debe interponer 

cuando la impugnación se sustente en diferente interpretación de las pruebas 

producidas o cuando se trate de cuestiones de puro derecho, asimismo, deberá ser 

presentada ante la autoridad que emitió el acto administrativo, la cual no podrá hacer 

un examen de admisibilidad al respecto, solo le corresponde elevar el recurso al 

superior jerárquico, ello implica “la existencia de una estructura administrativa 

jerárquica” (Espinoza-Saldaña 2003, Pág. 114).   

 

Por otro lado, Tirado (2010) indica que este recurso no exige la presentación de prueba 

nueva, su objetivo es que la Administración Pública emita un nuevo pronunciamiento 

sobre los hechos materia de controversia, para ello deberá revisar de forma integra 

todo los actuados del procedimiento para analizarlos sobre la base de fundamentos de 

derecho. Asimismo, señala que el recurso de apelación solo será procedente cuando 

el acto cuestionado haya sido emitido por un órgano subordinado jerárquicamente a 

otro. 

 

Ahora bien, cuando se presenta un error de calificación de un recurso administrativo 

por parte del recurrente, la Administración Pública se encuentra facultada para 

encausar el recurso presentado de forma correcta, dado que este error no puede 

constituirse en obstáculo para su tramitación, siempre y cuando del escrito se deduzca 

su verdadero carácter, todo ello en aplicación del principio de informalismo. Morón 

(2017) considera que la facultad que tiene la Administración Pública para calificar los 

recursos oscuros, implica una actividad a favor del administrado, a fin de preservar 

su derecho a la recurrencia y no se vea perjudicado.  



 

III. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS 

Y LOS PROBLEMAS JURÍDICOS IDENTIFICADOS. 

 

A. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LOS PROBLEMAS JURÍDICOS 

IDENTIFICADOS. 

 

• CUESTIONES MATERIALES: 

 

1.  Determinar si el contrato de cesión de derechos es nulo o ineficaz. 

 

Los accionantes refieren que el contrato de cesión de derechos expectaticios celebrado 

a favor de Asociación Imperial Tours, es nulo de pleno derecho, dado que el gerente 

de Imperial Tours.SRL habría excedido sus facultades de representación al celebrar el 

contrato en mención.  

 

Conforme se desarrolló, un acto jurídico será nulo cuando exista un vicio insubsanable 

en su estructura, vulnere las normas imperativas, el orden público o buenas 

costumbres, el exceso de representación no constituye una causal de nulidad, dado que 

no forma parte de la estructura del acto jurídico, sin embargo, ello no implica que dicha 

conducta no tenga una sanción por parte del ordenamiento jurídico, el artículo 161 del 

Código Civil señala que el acto jurídico celebrado por el representante excediendo los 

límites de las facultades que se hubiere conferido, es ineficaz con relación al 

representado, ello implica que estamos frente a un acto jurídico validó, pero es 

inoponible a este, por lo tanto, no afecta su esfera jurídica. 

 

En consecuencia, la alegación de los accionantes respecto a que, el acto jurídico es 

nulo por exceso de representación devienen en errónea, toda vez que, estamos frente a 

un acto jurídico ineficaz. 

 

Por otro lado, considero que los emplazados actuaron de mala fe en la celebración del 

contrato, ello contraviene el artículo 1362° del Código Civil, el cual es una norma 

imperativa, el referido artículo señala que los contratos deben negociarse, celebrarse y 



ejecutarse en base a la buena fe, en ese sentido, su vulneración devendría en una 

nulidad por contravenir al orden público. 

 

• CUESTIONES PROCEDIMENTALES 

 

1. Determinar si la resolución emitida por Comisión de Signos Distintivos afecto el 

derecho de debida motivación de resoluciones administrativas (motivación 

incongruente). 

 

Conforme se estableció en el análisis del problema, nos encontraríamos frente a la 

vulneración de la debida motivación en sede administrativa, dada la emisión de un 

pronunciamiento incongruente (infra petita).  

 

Sin embargo, de la revisión de la Resolución N° 3527-2015/CSD-INDECOPI se 

advierte que en el fundamento 3.1, obrante a fojas 133 y 134, la comisión se pronunció 

respecto a las alegaciones de competencia desleal como una causal de nulidad de 

registro de marca, así como, de la ausencia de un requisito para el otorgamiento del 

registro de marca colectiva; respecto al riesgo de confusión, la comisión en el 

fundamento 3.5, obrante a fojas 136 y 137, se pronunció respeto dicho punto 

declarándola improcedente.  

 

En consecuencia, se ha logrado acreditar que la Comisión de Signos Distintivos se 

pronunció respecto a todos las pretensiones y alegaciones del procedimiento 

administrativo, por lo que, no nos encontramos frente a una resolución que vulnere la 

debida motivación en sede administrativa al no existir ningún vicio de incongruencia.  

  

2. Determinar si los accionantes incurrieron en un error en la calificación del 

recurso administrativo presentado.  

 

Conforme se desprende de los actuados, los accionantes interpusieron un recurso de 

reconsideración en contra de la Resolución N° 3527-2015/CSD-INDECOPI emitida 

por la Comisión de Signos Distintivos, para la admisibilidad del mismo el LPAG 

establece que debe sustentarse en nueva prueba.  

 



Ahora bien, de la evaluación hecha al recurso obrante a fojas 150, se advierte que los 

recurrentes no presentaron un nuevo medio probatorio, por lo tanto, no es factible que 

la comisión realice un reexamen a la presente controversia, sin embargo, se aprecia 

que los argumentos del recurso buscan contradecir la posición adoptada por la 

comisión, constituyéndose en argumentos de puro derecho, además, en el 

procedimiento de nulidad de registro de marca, es posible la presentación de un 

recurso de apelación, dado que el Indecopi cuenta con una estructura jerárquica, por 

lo tanto, los accionantes presentaron un recurso oscuro, puesto que, calificaron de 

forma errónea el recurso administrativo interpuesto. 

 

Asimismo, considero que la Secretaría Técnica de la Comisión de Signos Distintivos 

ejerció correctamente su facultad de calificación, por lo tanto, me encuentro de 

acuerdo con lo resuelto en la providencia de fecha 04 de febrero de 2016. 

 

B. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES 

EMITIDAS 

 

En el presente caso, los señores Rodolfo Auccatinco Quispe, Filiberto Francisco 

Ponce Arce, Aguilar Mamani Alfredo, Ccaso Mamani Yhony Gabriel y Núñez Ccala 

David (en adelante, los “accionantes”), interpusieron la acción de nulidad contra la  

Marca Colectiva de Servicio LAIREPMI TAXI IMPERIAL TOURS 273434 y 

Logotipo (en adelante, la “marca objeto de nulidad”), inscrita a favor de la 

Asociación Imperial Tours (en adelante, el “emplazado”), ante la Comisión de 

Signos distintivos para que el INDECOPI declare su nulidad registral. 

 

Por su lado, los accionantes sostuvieron que la Sociedad se constituyó en el año 2001, 

teniendo como gerente a Valentín Ccanchi Gonzales, quien junto a los señores Toribio 

Peralta Ticona y Eusebio Macedo Saraya, conformaron la Asociacion. 

 

La Sociedad, con fecha 29 de diciembre de 2006, solicitó la inscripción de la marca 

objeto de nulidad. Sin embargo, la Sociedad, en virtud de su gerente, celebró un 

contrato de cesión de derechos con la Asociación, de modo que transfería la marca 



objeto de nulidad a favor de esta última, siendo pues el referido gerente, también 

presidente de la Asociación beneficiada de la marca. 

 

Debido a la acción de mala fe del gerente, se separó de la Sociedad a los señores 

Valentín Ccanchi Gonzales, Toribio Peralta Ticona y Eusebio Macedo Saraya, toda 

vez que todos ellos formaban parte de la Asociación y el acto de transferencia los 

beneficiaba y perjudicaba a la Sociedad que venía realizando todas las gestiones 

administrativas para que la marca objeto de nulidad sea conocida en el mercado. 

 

Asimismo, la inscripción de la marca objeto de nulidad transgredió diversos artículo 

de la Decisión N° 486, toda vez que no indicaba la condiciones y la forma como la 

marca colectiva debe utilizarse en los productos o servicios, precisaba un número 

telefónico perteneciente a uno de los impugnantes, generaba confusión en el mercado 

con denominación que ostentaba y además habría utilizado en su momento en modo 

físico características distintas a las previstas en el certificado que otorgó la marca al 

emplazado. 

 

Por otro lado, el emplazado alegaba que habría adquirido los derechos relativos a la 

marca conforme al ordenamiento jurídico, es decir, respetando imprescindiblemente 

lo prescrito por las normas vigentes. 

 

A su vez, solicitaron la inscripción de la marca objeto de nulidad toda vez que gozaba 

de los derechos marcarios para así obtener un resultado positivo de la misma. Lo cierto 

es que el referido procedimiento se paralizó ya que se habría encontrado sometido a 

un proceso de nulidad de acto jurídico por la adquisición del referido derecho 

marcario; sin embargo, la Sala Superior Civil declaró nulo todo lo actuado en el 

proceso judicial de modo que no se declaró la nulidad del acto jurídico, es decir, 

resulta plenamente válido y por tanto eficaz.  

 

Ahora bien, de las alegaciones de los sujetos en controversia, corresponde determinar 

si el registro de la marca de servicio LAIREPMI TAXI IMPERIAL TOURS 273434 

y Logotipo (Certificado N° 155) fue concedido en contravención de las normas 

vigentes al momento de su otorgamiento, o no. 

 



Al respecto, resulta necesario tener en cuenta lo siguiente: 

 

1. Sobre la cesión de derechos 

 

Como se verifica del expediente, la Sociedad, en virtud de la aprobación de la 

Gerencia, transfirió los derechos relativos a la marca objeto de nulidad a favor de 

la Asociación. 

 

La Sociedad se encontraba formada por diversos sujetos de derecho; sin embargo, 

la gerencia de la Sociedad la tenía Valentín Ccanchi Gonzales. 

 

La Asociación se encontraba conformada por los señores Valentín Ccanchi 

Gonzales, Toribio Peralta Ticona y Eusebio Macedo Saraya, quienes formaban 

parte de la Sociedad. 

 

Como se puede verificar, la decisión de la Gerencia de Sociedad se ha realizado 

en virtud de un perjuicio para la Sociedad y en beneficio para la Asociación. Lo 

particular de la transferencia es que el transferente representante de la sociedad es 

el mismo beneficiario de la asociación. 

 

Dicho acto jurídico no parece ir de conformidad con el respeto del Principio de la 

Buena Fe, toda vez que se actúa deslealmente contra la Sociedad generándole 

perjuicios patrimoniales y beneficiando a la Asociación. 

 

2. Sobre la inscripción de la marca 

 

De la revisión del expediente se corrobora que la inscripción de la marca no se ha 

realizado inmediatamente, sino que ha sido varios años después, la razón de la 

tardía inscripción se debe a que los miembros de la Sociedad habrían impugnado 

judicialmente la cesión de derechos marcarios a favor de la Asociación. 

 

Lo cierto es que se declaró nulo todo lo actuado en el referido proceso, razón por 

la cual no se logró determinar la nulidad del acto jurídico. 

 



En el presente caso no se ha logrado determinar la nulidad de la cesión de derechos 

marcarios a favor de la Asociación; sin embargo, sí se presencia una actuación de 

mala fe de parte del gerente de la Sociedad al momento de transferir los referidos 

derechos a la Asociación. Al respecto, el artículo 1362° del Código Civil prescribe 

que los contratos deben negociarse, celebrarse y ejecutarse de buena fe, lo mismo 

que la jurisprudencia ha señalado que es una Cláusula General que debe incluirse 

automáticamente en todo contrato, por tanto, resulta de respeto esencial. Por tanto, 

su vulneración implicaría una nulidad contractual toda vez que contravendría al 

orden público, conforme lo prescribe el artículo V del Título Preliminar del 

Código Civil. 

 

En ese sentido, si la transferencia adolecería de nulidad, la inscripción en el Registro 

de Marcas resultaría incorrecta, ya que se habría inscrito un derecho netamente nulo. 

 

En virtud de lo previamente expuesto, me encuentro de acuerdo con resolución de la 

Sala Especializada toda vez que verifica el accionar de mala fe del que, en su 

momento, fue gerente de la Sociedad. Por supuesto, el accionar genera un beneficio a 

favor del mismo gerente toda vez que transfiere los derechos marcarios a favor de la 

Asociación de la cual es presidente; sin embargo, ese acto genera perjuicio contra la 

Sociedad. 

 

Lo cierto es que no me encuentro de acuerdo con la resolución de la Comisión al no 

verificar la evidente mala fe con la que se operó para la celebración de la cesión de 

derechos marcarios. 

 

 

 

 

 

 

 



IV. CONCLUSIONES 

 

- De la evaluación del presente expediente administrativo,se detectó tres problemas 

jurídicos: sobre la cesión de derechos, debida motivación y calificación de recurso 

administrativo. 

 

- Sobre si el contrato de cesión de derechos celebrado entre las partes del 

procedimiento, es nulo o ineficaz, se concluyó que el contrato antes referido es 

ineficaz, por tratarse de un supuesto de exceso de representación, el cual no constituye 

una causal de nulidad de acto jurídico. 

 

- En cuanto a si la resolución emitida por la Comisión de Signos Distintivos vulneró el 

derecho a la debida motivación en sede administrativa, debido a una motivación 

incongruente, al respecto, se concluyó que la comisión cumplió con pronunciarse 

respecto a todas las pretensiones y alegaciones de los accionantes. 

 

- Sobre el presunto error en la calificación del recurso administrativo de los 

accionantes; al respecto, se advirtió que el recurso fue calificado por los accionantes 

como reconsideración, sin embargo, no se fundamentaba en prueba nueva, por el 

contrario, los argumentos estaban destinados a contradecir lo resuelto por la comisión, 

por lo tanto, lo presentado fue un recurso de apelación.  

 

- Me encuentro de acuerdo con resolución de la Sala Especializada, dado que logró 

acreditar el accionar de mala fe del que fue gerente de la Sociedad, toda vez que su 

accionar generó un beneficio a favor de la Asociación emplazada, y al mismo tiempo 

ese acto perjudicó a la Sociedad. 

 

- No me encuentro de acuerdo con la resolución de la Comisión, puesto que no verificó 

la evidente mala fe, con la que se operó para la celebración de la cesión de derechos 

marcarios. 
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